
El 15 de octubre de 2005 la mayoría iraquí votó por adoptar
una nueva Constitución y una estructura federal de gobierno.
La impresionante cifra de 63 por ciento de los 9.8 millones de
electores iraquíes participó en el referéndum nacional que
recibió un voto positivo de 78 por ciento. Sólo 21 por ciento de
la población estuvo en contra de la propuesta.

Los resultados electorales claramente guardaron una relación
con la configuración étnica nacional: quienes aprobaron la
Constitución eran mayoritariamente chiítas y curdos; quienes
se opusieron a ella eran principalmente árabes sunitas. Los
sunitas votaron masivamente en contra de la Constitución en
dos provincias: Salahuddin (82 por ciento) y Anbar (97 por
ciento). Sin embargo, para bloquear la Constitución se requería
de dos terceras partes del voto en contra en por lo menos tres
provincias. La mayoría a favor de la Constitución fue clara en
las provincias con poblaciones chiítas y curdas, con una
mayoría abrumadora (99 por ciento en una provincia curda) a
favor de una estructura federal. En un esfuerzo por atender las
preocupaciones sunitas y obtener apoyo al referéndum, el
parlamento iraquí aprobó el 11 de octubre un mecanismo que
permitirá que se revise la Constitución en 2006.

La Constitución otorga un alto nivel de autonomía a las
provincias y les da acceso exclusivo a los futuros yacimientos
petroleros (la producción actual de petróleo es compartida
entre todas las provincias), muchos de los cuales están
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localizados en regiones chiítas y curdas. La Constitución
establece que las provincias pueden unirse para desarrollar
fuerzas de seguridad regionales. Los sunitas temen que la
Constitución vaya a dividir a Irak en dos: el norte curdo y el
sur chiíta, y excluya así a los sunitas del centro de la lucrativa
producción petrolera del país. También les preocupa que la
zona chiíta del sur se encuentre bajo la influencia iraní.

Participación electoral sunita: ¿un paso hacia la
democracia?

A pesar del fuerte rechazo sunita a la Constitución, algunos
observadores ven el referéndum con optimismo. En enero de
2005, los iraquíes sunitas boicotearon las elecciones para la
asamblea de transición por lo que su participación en este
proceso es vista como un paso hacia la democracia en Irak.

La esperanza de que los sunitas sean incorporados al proceso
político (y alejados de las protestas violentas) crece con la
noticia de que tres partidos sunitas han formado una coalición
ante las próximas elecciones de diciembre en las que los
iraquíes eligirán a su primer parlamento no interino. Al formar
esta alianza, la Concurrencia de Pueblos Iraquíes, el Partido
Islámico Iraquí y el Diálogo Nacional Iraquí buscan aumentar
la representación sunita en la nueva asamblea nacional, la cual
no existe actualmente en el gobierno de transición debido al
boicot sunita a las elecciones anteriores.
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El electorado iraquí aprueba una
nueva Constitución

Dalton McGuinty, primer ministro de la provincia
canadiense de Ontario, rechazó la sugerencia de que la ley
islámica Sharia pudiera ser utilizada como un proceso legal de
mediación en disputas familiares en la provincia. Expresó su
preocupación de que cortes religiosas de lo familiar “pusieran
en riesgo nuestros puntos de confluencia”.

Según la ley Sharia el apoyo conyugal a las mujeres divorciadas
se interrumpe a los tres meses y los hombres reciben la
mayoría de los bienes de la pareja y la custodia de los hijos.

Los tribunales sustentados en la fe han operado en Ontario
desde 1991 cuando la ley provincial de arbitraje otorgó a los
líderes religiosos la autoridad para mediar en casos de índole
civil como divorcio, sucesión, disputas de propiedad y
custodia de los hijos.

Sin embargo, en 2003 la Sociedad Canadiense de Musulmanes
solicitó un tribunal formal cuyas decisiones fueran legalmente
obligatorias y se sustentaran en la ley de la fe islámica. Esto
atrajo la atención de opositores que opinan que la ley Sharia

contraviene la carta canadiense de derechos y libertades, así
como de quienes tienen la preocupación de la manera en que
se interpretará dicha ley en Canadá. Los defensores de la
legalización de las cortes familiares que se rigen con la ley
Sharia ponen énfasis en que el arbitraje religioso es voluntario
y afirman que hombres y mujeres tienen la posibilidad de
apelar sus dictámenes ante un tribunal civil.

El Gobierno de Ontario comisionó a Marion Boyd, ex
procuradora general, para revisar la ley de arbitraje. No
encontró ninguna evidencia de discriminación en contra de
mujeres en los arbitrajes realizados por los tribunales
sustentados en la fe. Sin embargo, en respuesta a las
acusaciones de discriminación McGuinty se comprometió a
prohibir cualquier tipo de arbitraje religioso. Como resultado,
también se prohibieron en la provincia las cortes existentes
basadas en la fe cristiana y en la fe judía.

Si la propuesta hubiera sido aceptada, el Gobierno de Ontario
hubiera sido el primero en occidente en reconocer la ley
Sharia.

Provincia canadiense dice no a
la ley Sharia
¿Contradiría la ley Sharia la carta de derechos y libertades?




